
 
 

 
 
DIRECCIÓN OPERATIVA DE RESPONSABILIDAD FISCAL 

 
Auto No. 1900.27.06.25.092 

Febrero 28 de 2025 
            

“POR MEDIO DEL CUAL SE RESUELVE UNA SOLICITUD DE NULIDAD DEL 
PROCESO ORDINARIO DE RESPONSABILIDAD FISCAL  

No. 1900.27.06.25.1739” 
 

COMPETENCIA 
 
La Dirección Operativa de Responsabilidad Fiscal de la Contraloría General de 
Santiago de Cali, es competente para proferir el presente Auto, de conformidad con 
los artículos 268 numeral 5, en armonía con el 272 de la Constitución Política; 4 del 
Decreto Ley 403 de 2020, Ley 610 de 2000, Acuerdo Municipal No. 0160 de 2005 y 
el Manual de Funciones. 
 

ANTECEDENTES 
 
El 24 de enero de 2025, se profirió el Auto No. 1900.27.06.25.018 “POR MEDIO 
DEL CUAL SE APERTURA UN PROCESO ORDINARIO DE RESPONSABILIDAD 
FISCAL”, en cuantía de Sesenta y seis millones seiscientos catorce mil seiscientos 
cincuenta pesos ($66.614.650) m/cte., en contra de los señores:  
 
●​ MARIA ISABEL BARON CAVIEDES, identificada con cédula de ciudadanía No. 

38.595.460, en su calidad Secretaría de Bienestar Social 
 

●​ FLAVIO JOSE CARABALI ERAZO, identificado con cédula de ciudadanía No. 
94521569, en su calidad de Subsecretario de Población y Etnias de la 
Secretaría de Bienestar Social y Supervisor del Convenio de Asociación No. 
4146.010.27.1.04-2024. 
 

●​ ONG CRECER EN FAMILIA, NIT. 805.020.621-1. Representante Legal: 
ZULAMITA ANA LILIANA KAIM TORRES, identificada con la cédula de 
ciudadanía No. 31.275.044, en su calidad de Contratista Asociada, según 
Convenio de Asociación No. 4146.010.27.1.04-2024. 
 

Lo anterior con ocasión del hallazgo No. 12 del Informe denominado “ACTUACIÓN 
ESPECIAL DE FISCALIZACIÓN A LA GESTIÓN CONTRACTUAL DE LA 
SECRETARÍA DE BIENESTAR SOCIAL VIGENCIA 2023 Y I SEMESTRE 2024”, 
elaborado por la Dirección Técnica ante la Administración Central. 

 
El día 25 de febrero de 2025, a través de los correos institucionales: 
secretariacomun@contraloriacali.gov.co , respo_fiscal@contraloriacali.gov.co y 
ventanillaunica@contraloriacali.gov.co, la señora ZULAMITA ANA LILIANA KAIM 
TORRES, Representante Legal de la ONG CRECER EN FAMILIA, allegó memorial 
que tiene como referencia “Contestación al Auto No. 1900.27.06.25.018 del 24 de 
enero de 2025”, en el que además de solicitar la exclusión de los presuntos 
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responsables y el archivo del proceso, solicitó la nulidad del proceso de 
responsabilidad fiscal. 
 
En dicho escrito presenta unos hechos respecto a lo establecido en el Convenio de 
Asociación No. 4146.010.27.1.04-2024, la auditoría realizada y el valor de las 
raciones de alimentos; se dan explicación sobre la inexistencia del daño patrimonial 
y la normativa aplicable; indica que la imputación de un presunto detrimento carece 
de fundamentos, etc.; pero específicamente, en el numeral 4° se refiere a que se 
presentan unas inconsistencias en el informe de auditoría y que el proceso auditor 
presenta debilidades que afectan la validez del hallazgo, así: 
 

“(…) 
 
En calidad de representante legal/parte interesada en el expediente electrónico No. 
1900.27.06.25.1739, me permito presentar esta contestación al Auto No. 1900.27.06.25.018, 
mediante el cual se apertura un proceso ordinario de responsabilidad fiscal en relación con 
la ejecución del Convenio de Asociación No. 4146.010.27.1.04-2024. 
 
A continuación, expongo los hechos, las razones por las cuales considero que el hallazgo 
fiscal carece de fundamento y, en consecuencia, solicito el archivo de este proceso. 
 
1. HECHOS 
(…) 
 
4. INCONSISTENCIAS EN EL INFORME DE AUDITORÍA 
 
El proceso auditor presenta debilidades que afectan la validez del hallazgo fiscal: 
 
Metodología deficiente en la determinación del supuesto detrimento: No se proporciona 
una verificación técnica detallada que corrobore la inexistencia de atenciones en los hogares 
de paso. 
 
Ausencia de análisis integral del cumplimiento contractual: No se consideraron 
informes de supervisión, registros administrativos ni documentos contractuales que 
respaldan la ejecución del convenio. 
 
Cuantificación arbitraria del supuesto perjuicio: No se presenta un criterio financiero 
técnico que permita establecer con certeza la existencia de un detrimento real y tangible. 
 
Vicios legales en la identificación de presuntos responsables: El informe inicial de la 
Contraloría señala a ciertos funcionarios como presuntos responsables y posteriormente los 
reemplaza por otros, sin una debida justificación. Inicialmente, se menciona a MARÍA 
ISABEL BARÓN CAVIEDES, secretaria de Bienestar Social; FLAVIO JOSÉ CARABALI 
ERAZO, subsecretario de Poblaciones y Etnias y ONG CRECER EN FAMILIA, NIT. 
805.020.621-1. Representante Legal: ZULAMITA ANA LILIANA KAIM TORRES, identificada 
con la cédula de ciudadanía No. 31.275.044; luego en el punto 4 en los Presuntos 
responsables del daño patrimonial incluyen otros responsables sin que se evidencie una 
investigación que soporte dicho cambio (WILLIAM FERNEY ORTIZ FRANCO cc 
1.151.940.583, ex jefe unidad de Apoyo a la gestión de la secretaria de Bienestar Social y 
MAURICIO RIVAS, subsecretario de Poblaciones y Etnias). Esta inconsistencia vulnera los 
principios de seguridad jurídica y debido proceso establecidos en la Ley 1437 de 2011, 
articulo 44 (Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo), generando nulidad en las actuaciones administrativas derivadas del 
hallazgo. 
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El proceso auditor presenta debilidades que afectan la validez del hallazgo fiscal: 
 
Metodología deficiente en la determinación del supuesto detrimento: No se proporciona 
una verificación técnica detallada que corrobore la inexistencia de atenciones en los hogares 
de paso. 
 
Ausencia de análisis integral del cumplimiento contractual: No se consideraron 
informes de supervisión, registros administrativos ni documentos contractuales que 
respaldan la ejecución del convenio. 
 
Cuantificación arbitraria del supuesto perjuicio: No se presenta un criterio financiero 
técnico que permita establecer con certeza la existencia de un detrimento real y tangible. 

​ (…)” 
 

CONSIDERACIONES DE LA DIRECCIÓN 
 
En primer lugar, este Organismo de Control, consciente de la importancia del 
principio del debido proceso en el ordenamiento jurídico colombiano, cuya 
aplicación se extiende no sólo a las actuaciones judiciales, sino también a todas las 
actuaciones de la administración pública, conforme a lo dispuesto en el artículo 29 
de nuestra Constitución, considera que dicho principio debe ajustarse a lo 
establecido en la Ley 610 de 2000 y la Ley 1474 de 2011, especialmente a lo 
consignado en el artículo 36 de la Ley 610 de 2000. 
 

“Artículo 36. Causales de nulidad. Son causales de nulidad en el proceso 
de responsabilidad fiscal la falta de competencia del funcionario para 
conocer y fallar; la violación del derecho de defensa del implicado; o la 
comprobada existencia de irregularidades sustanciales que afecten el debido 
proceso. La nulidad será decretada por el funcionario de conocimiento del 
proceso.” 

 
Asimismo, se tienen en cuenta los pronunciamientos y precisiones de la Corte 
Constitucional respecto al debido proceso. En este sentido, resulta pertinente citar 
la Sentencia T-738/14, en la cual se hace un recuento de las diversas ocasiones en 
que esta Corporación se ha pronunciado sobre el derecho al debido proceso en 
materia de responsabilidad fiscal, de la siguiente manera: 
 
​ “(…) 

Así, en la Sentencia SU-620 de 1996[3], esta Corporación examinó las principales 
características de los procesos por responsabilidad fiscal, destacando lo siguiente: 
  

“En el trámite del proceso en que dicha responsabilidad se deduce se 
deben observar las garantías sustanciales y procesales que informan el 
debido proceso, debidamente compatibilizadas con la naturaleza propia de 
las actuaciones administrativas, que se rigen por reglas propias de orden 
constitucional y legal, que dependen de variables fundadas en la necesidad 
de satisfacer en forma urgente e inmediata necesidades de interés público 
o social, con observancia de los principios de igualdad, moralidad, eficacia, 
economía, celeridad, imparcialidad y publicidad (art. 209 C.P.), a través de 
las actividades propias de intervención o de control de la actividad de los 
particulares o del ejercicio de la función y de la actividad de policía o de las 
que permiten exigir responsabilidad a los servidores públicos o a los 
particulares que desempeñan funciones públicas. En tal virtud, la norma 
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del art. 29 de la Constitución, es aplicable al proceso de responsabilidad 
fiscal, en cuanto a la observancia de las siguientes garantías sustanciales y 
procesales: legalidad, juez natural o legal (autoridad administrativa 
competente), favorabilidad, presunción de inocencia, derecho de defensa, 
(derecho a ser oído y a intervenir en el proceso, directamente o a través de 
abogado, a presentar y controvertir pruebas, a oponer la nulidad de las 
autoridades con violación del debido proceso, y a interponer recursos 
contra la decisión condenatoria), debido proceso público sin dilaciones 
injustificadas, y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho”.   

  
Luego, en la Sentencia C- 832 de 2002[4], la Corte reiteró su postura en el sentido 
de que “en el trámite del proceso de responsabilidad fiscal se deben observar las 
garantías sustanciales y procesales que informan el debido proceso (artículo 29 
C.P.) en coordinación con el cumplimiento de los principios de igualdad, moralidad, 
eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, los cuales orientan las 
actuaciones administrativas (artículo 209 C.P.).” 
 (…)” 

 
En el presente caso, se garantiza el debido proceso a todos los investigados. La 
Dirección Operativa de Responsabilidad Fiscal, autoridad competente, adelanta la 
investigación con fundamento en los artículos 268 numeral 5 y 272 de la 
Constitución Política, así como en la Ley 610 de 2000; se brinda a los sujetos 
procesales la oportunidad de ejercer su derecho de defensa y contradicción, ya sea 
directamente o a través de sus abogados; para lo cual, próximamente se citarán a 
rendir versión libre y espontánea sobre los hechos materia de investigación, en 
dicha diligencia, o mediante escrito, podrán solicitar, aportar y controvertir pruebas; 
esto teniendo en cuenta que el debate probatorio a penas inicia. 
 
Igualmente, se ha facilitado el acceso al expediente y a las actuaciones a través de 
un enlace, garantizando la transparencia del proceso. Del mismo modo, se ha 
reconocido la personería a los abogados de acuerdo con los poderes otorgados. 
 
Ahora bien, en cuanto a los reproches puntuales que esgrime la señora ZULAMITA 
ANA LILIANA KAIM TORRES, Representante Legal de la ONG CRECER EN 
FAMILIA, con nombre de “4. INCONSISTENCIAS EN EL INFORME DE AUDITORÍA”, esta 
Dirección Operativa de Responsabilidad Fiscal con el oficio No. 1900.27.06.25.650  
del 26 de febrero de 2025 y Radicación No. 10001273 de la misma fecha, solicitó a 
la Dirección Técnica ante la Administración Central de este Ente de Control, quien 
remitió el hallazgo, que dio origen al inicio del presente proceso, dar respuesta a 
cada uno de los planteamientos relacionados en dicho numeral; por lo que, la 
citada Dirección, mediante el oficio No. 1700.19.01.25.256 y Radicación No. 
100013002025 del 27 de febrero de 2025, brindó las explicaciones técnicas que 
demuestran que no existen las presuntas irregularidades que afirma la peticionaria 
en su escrito, como se observa a continuación: 
 

“De manera atenta, procedemos a dar respuesta a su solicitud en los siguientes términos:  
 
4. INCONSISTENCIAS EN EL INFORME DE AUDITORÍA  
 
El proceso auditor presenta debilidades que afectan la validez del hallazgo fiscal: 
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●​ Metodología deficiente en la determinación del supuesto detrimento: No se 
proporciona una verificación técnica detallada que corrobore la inexistencia de 
atenciones en los hogares de paso.  

 
Respuesta: Sea lo primero aclarar , que en el ejercicio fiscalizador el equipo auditor, tuvo en 
cuenta la Guía de auditoria 3.0 y el procedimiento actuación de fiscalización PRO-P4-223 
Versión 10.  
 
Es de indicar, que para el caso que nos ocupa se trata de una actuación especial de 
fiscalización a la Gestión Contractual de la Secretaría de Bienestar Social vigencia 2023 y I 
semestre 2024.  
 
Según el procedimiento auditor, la Actuación Especial de Fiscalización - AEF. Como 
herramienta de gestión de la vigilancia y control fiscal, es una acción de control fiscal breve 
y sumaria, de respuesta rápida frente a un hecho o asunto que llegue al conocimiento de la 
Contraloría General de Santiago de Cali por medio de comunicación social o denuncia 
ciudadana, que adquiere connotación fiscal por su riesgo o afectación al interés general, la 
moralidad administrativa y el patrimonio público a cargo del Distrito, sus entidades 
descentralizadas y asimiladas.  
 
Igualmente, en el ejercicio fiscalizador aplicamos las Normas Internacionales de las 
Entidades Fiscalizadoras Superiores – ISSAI las cuales fijan los requisitos fundamentales 
para el correcto funcionamiento y la administración profesional de las Entidades 
Fiscalizadoras y los principios fundamentales en la fiscalización de las entidades Públicas.  
 
Así mismo aplicamos las Normas Internacionales de Auditoría - NIA las cuales son el 
conjunto de disposiciones que permiten a los auditores adelantar auditorías profesionales y 
de calidad, así como obtener, de manera técnica, la evidencia que soporte los resultados de 
su ejercicio.  
 
Para el caso sub-lite el auditor de manera objetiva, procedió a la revisión del convenio 
Asociación No. 4146.010.27.1.04-2024 celebrado entre el distrito de Santiago de Cali- 
Secretaría de Bienestar Social y ONG CRECER EN FAMILIA nit 805.020.621, cuyo objeto 
es: “Aunar esfuerzos técnicos, económicos y humanos para prestar el servicio de hogares 
de paso para la atención integral a niños, niñas y adolescentes en situación de riesgo y/o 
vulneración de sus derechos, remitidos por las autoridades competentes, de acuerdo a la 
demanda de los procesos administrativos de restablecimiento de derechos, en el marco del 
proyecto: “fortalecimiento a la atención integral a niños, niñas y adolescentes con derechos 
vulnerados en hogares de paso en Santiago de Cali”- BP 26003501”, por valor inicial de 
QUINIENTOS VEINTIOCHO MILLONES CEINTO ONCE MIL TRESCIENTOS SESENTA 
PESOS M/CTE ($528.111.360 y final por valor de SETECIENTOS OCHENTA Y OCHO 
MILLONES NOVECIENTOS CINCUENTA Y SEIS MIL CUATROCIENTOS TREINTA Y SEIS 
PESOS M/CTE) este valor corresponde a los recursos del Distrito.  
En el convenio en la Clausula segunda se estableció como alcance lo siguiente:  
 
“Brindar atención integral bajo la modalidad hogar de paso - casa hogar, a los niños, niñas y 
adolescentes (NNA) con derechos vulnerados o amenazados, que sean remitidos por la 
policía de infancia y adolescencia, las comisarías de familia y las defensorías de familia con 
edades entre los cero (0) a 17 años, salvo mayores de edad con discapacidad, conforme a 
lo establecido en la Ley 1098 de 2006.  
 
El servicio de hogar de paso se prestará las 24 horas del día y atenderá los NNA de acuerdo 
a la demanda y la capacidad instalada de 8 hogares de paso en las que se ubica la 
población de acuerdo al ciclo vital.  
 
Por lo anterior, la cantidad de beneficiarios del proyecto se puede determinar de 
conformidad con los siguientes criterios:  
● Demanda del servicio por parte de la Policía de infancia y adolescencia, las Comisarías de 
familia y las defensorías de familia. 
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● Capacidad instalada de las casas hogares, de acuerdo con los lineamientos y licencias 
expedidas por el ICBF, podrá ser máximo de 12 cupos por cada casa hogar que se 
clasificará de acuerdo al ciclo vital y al sexo.  
● El tiempo de permanencia y rotación de la población, ya que la permanencia de un niño 
varía y está determinada por las autoridades competentes (Comisarías de Familia y 
Defensorías de Familia), puesto que estas autoridades son las únicas que pueden dar orden 
de egreso a los NNA.  
 
Aunque esta medida está estipulada para una permanencia provisional de 8 días hábiles, en 
la experiencia del funcionamiento de la ruta de atención, la permanencia de los NNA en 
algunos casos se excede por factores del proceso administrativo de restablecimiento de 
derechos que adelantan las autoridades competentes. 
 
Nota: Durante la ejecución del convenio se establece un aproximado de 134 atenciones, 
(teniendo en cuenta las experiencias en cuanto a la rotación y el historial de atenciones en 
los hogares de paso de los años anteriores), sin embargo, es claro que esta cifra es 
estimada, debido que la cantidad de la población atendida depende de variables que no son 
del control de la Secretaría de Bienestar Social ni del asociado.  
 
Lo anterior, está determinado en la Ley 1098 de 2006, - Código de Infancia y Adolescencia, 
en las leyes que la adicionan y modifican y en la Resolución No. 3368 de 20 de junio de 
2022 que aprueba el manual operativo modalidades y servicio para la atención de los niños, 
las niñas y adolescentes, con proceso administrativo de restablecimiento de derechos.  
 
Conforme a lo anterior, la atención integral bajo la modalidad hogar de paso - casa hogar, 
para los niños, niñas y adolescentes (NNA) con derechos vulnerados o amenazados, que 
sean remitidos por la policía de infancia y adolescencia, las comisarías de familia y las 
defensorías de familia con edades entre los cero (0) a 17 años, salvo mayores de edad con 
discapacidad, conforme a lo establecido en la Ley 1098 de 2006, así como los lineamientos 
básicos dados por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, establecidos en el 
“LINEAMIENTO TÉCNICO DE MODALIDADES PARA LA ATENCIÓN DE NIÑOS, NIÑAS Y 
ADOLESCENTES, CON DERECHOS AMENAZADOS Y/O VULNERADOS”, el cual hace 
parte de los anexos del presente estudio (Anexo No. 2). En este sentido los futuros 
proponentes, deberán contar con la respectiva Licencia de funcionamiento, entendida esta 
como el acto administrativo mediante el cual el ICBF autoriza a la persona jurídica por un 
término establecido, para que desarrolle el programa o modalidad para la cual ha dado 
cumplimiento de la totalidad de los requisitos legales, técnico administrativos y financieros, 
establecidos en la ley y la Resolución No.3899 de 2010 que fue modificada y adicionada 
parcialmente por la Resolución No. 3435 de 2016. Para lo cual se deberá comprender los 
siguientes componentes, sin demérito de los mínimos que puedan estar determinados 
puntualmente por parte del ICBF en el manual operativo modalidades y servicio para la 
atención de los niños, las niñas y adolescentes, con proceso administrativo de 
restablecimiento de derechos (aprobado mediante Resolución No. 3368 de junio 20 de 
2022):  
ALOJAMIENTO: Brindar alojamiento provisional a niños, niñas y adolescentes en hogares 
de paso. Alquiler casas para hogares de paso en diferentes puntos de la ciudad con todos 
los servicios públicos y de comunicaciones requeridos para el funcionamiento de una 
vivienda y para la atención 24 horas de los niños, niñas y adolescentes. Mantenimiento 
permanente y reposición de enseres. Se deberá entender que el alojamiento de Hogares de 
paso en la submodalidad de casa hogar corresponde en la atención a máximo 12 niños, 
niñas o adolescentes en situación de amenaza y/o vulneración de derechos. Cuando la casa 
hogar atiende primera infancia (0 a 5 años), solo podrá recibir hasta 5 niños o niñas 
menores de un año y los 7 cupos restantes, niños y niñas de 1 a 5 años, los proveedores 
interesados en participar del respectivo proceso deberán cumplir con los aspectos 
administrativos y dotación básica de los espacios, de conformidad con los criterios 
preestablecidos por el ICBF. 
 
ALIMENTACIÓN: Brindar Alimentación balanceada diaria a los niños, niñas y adolescentes 
siguiendo minuta patrón establecida para servicios de protección establecida por ICBF, y la 
cual hace parte de los anexos del presente estudio (Anexo No. 3) 
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DOTACIÓN PERSONAL: Brindar Vestuario a los niños, niñas y adolescentes durante su 
estadía en los hogares de paso. Dotación personal (Kit para cada NNA que contiene: 
camisetas o blusa, pantalones o sudadera, panty o calzoncillo, formador o brasier, tenis o 
zapatos, chancletas, pijama y toalla). 
En este punto se deberá tener en cuenta que, de conformidad con los lineamientos del 
ICBF, los elementos de dotación determinados se deben proporcionar en las cantidades 
mínimas dispuestas por el Instituto, las cuales se deberán suministrar en las periodicidades 
determinadas por el mismo y teniendo en cuenta que la ropa debe ser nueva, de uso 
personal, de buena calidad, de la talla del niño, niña o adolescente1 , y debe llevársela 
cuando egrese de la modalidad. 1 Para mujeres gestantes o en periodo de lactancia y 
población mayor de 18 años con discapacidad, tener en cuenta necesidades por su 
condición. La dotación debe entregarse al momento de ingreso, sin embargo, el operador 
debe asegurar que el niño, niña y adolescente, cuente permanentemente con la dotación 
personal establecida. Se debe contar con un mecanismo que permita identificar que la 
dotación es de uso personal. La vestimenta debe ser acorde a las particularidades de los 
niños, niñas, adolescentes (origen étnico, discapacidad, orientación de género). 
 
INSUMOS PARA ACTIVIDADES PEDAGÓGICAS DIARIAS: Proporcionar Material 
pedagógico y lúdico para las actividades pedagógicas diarias para los niños, niñas y 
adolescentes en los hogares de paso. 
 
IMPLEMENTOS DE ASEO E HIGIENE PERSONAL: Proporcionar elementos de higiene y 
aseo personal a los niños, niñas y adolescentes durante su estadía. El operador debe 
asegurar que los niños, niñas y adolescentes, cuentan diariamente con los elementos de 
uso personal y de uso común, teniendo en cuenta que los elementos de uso personal, como 
su nombre lo indica, son individuales y no pueden compartirse. Para ello, se debe llevar un 
control de la entrega y de uso adecuado, que permita que los niños, las niñas y 
adolescentes cuentan diariamente, con la dotación de higiene y aseo personal requerido. 
 
TRANSPORTE: Proporcionar transporte a los niños, niñas y adolescentes para cumplir con 
las necesidades de traslado para atención en salud y autoridades competentes. Sin perjuicio 
de las directrices y lineamientos que puedan ser impartidas a futuro por el ICBF, se 
entenderá por transporte la garantía de vehículos (propios o de terceros), mantenimiento, 
gasolina, peajes y conductor que el asociado deberá brindar para cumplir con las 
necesidades de traslado de los niños, niñas y adolescentes para atención en salud, 
movilización ante autoridades competentes o cualquier situación que implique 
desplazamiento por fuera del hogar de paso y que se encuentra enmarcada dentro de las 
actividades del convenio. Para estos efectos, los vehículos (propios o de terceros) que 
disponga el asociado para este fin, deberán cumplir con los criterios mínimos de seguridad 
establecidos por las autoridades competentes, para el transporte de pasajeros, así como 
con contar con las licencias o permisos para transitar dentro y fuera de la ciudad (según sea 
el caso).  
 
El asociado también deberá garantizar que estos vehículos (propios o de terceros) cuentan 
con aseguramientos como: Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito (SOAT), Pólizas 
de Responsabilidad Civil Contractual y Extracontractual para pasajeros (en el caso de 
vehículos de servicio público y/o especial) o cualquier otra clase de seguro que ampare los 
riesgos que se puedan derivar del transporte de las niños, niñas y adolescentes, en el marco 
del convenio de asociación. Para este tipo de actividades, el asociado deberá garantizar 
además el personal necesario y especializado, para poder atender las necesidades que 
puedan tener los niños, niñas y adolescentes en estos desplazamientos, propendiendo 
siempre por su bienestar y seguridad, dentro y fuera de las instalaciones del hogar de paso.  
 
TALENTO HUMANO: Para la atención integral a los niños, niñas y adolescentes, las 24 
horas en los hogares de paso, se deberá contar con un personal mínimo para cubrir estas 
necesidades, tal como se encuentra descrito en el Anexo No. 1 “Anexo Técnico” del 
presente documento. Adicionalmente se contempla la elaboración de las minutas 
actualizadas para el año, de acuerdo con la minuta patrón del ICBF. ATENCIÓN EN SALUD  
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COMPLEMENTARIA: Brindar Asistencia de emergencias médicas domiciliaria a niños, niñas 
y adolescentes en los hogares de paso, en los siguientes términos:  
 
● Servicio de Emergencias Médicas Domiciliarias para todos los hogares de paso 24/7 
cuando se presenten situaciones de máxima prioridad como accidentes, enfermedades o 
dolencias agudas.  
● Suministrar medicamentos y/o complementos nutricionales que no estén cubiertos por el 
POS, para los niños, niñas y adolescentes que sean formulados por sus necesidades de 
salud.  
● Complementos nutricionales como aminoácidos, ácidos grasos, vitaminas, minerales, 
fibras que sean no POS para los NNA que lo requieran para su desarrollo nutricional.  
 
MATERIAL IMPRESO: Realizar la reproducción de material impreso para promover la 
garantía de derechos de los Niños(a) en las jornadas comunitarias de formación a familias y 
eventos de promoción de derechos.  
 
OTROS ELEMENTOS A REQUERIR: 
 

. 
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En la la etapa de ejecución el equipo auditor elaboro los Papeles de trabajo en el cual 
consigno los registros efectuados de la información obtenida en el desarrollo de la Actuación 
Especial de Fiscalización - AEF.  
 
En éste Papel de trabajo el equipo auditor registro las evidencias que fundamentarón las 
observaciones y los hallazgos, que respaldarón el informe Final de AEF, los cuales se 
llevarón a cabo de acuerdo con normas de auditoría contenidas en esta GAT, memorando 
de asignación, plan de trabajo y programa de auditoría.  
 
De todo el acervo probatorio ( Convenio, oferta contratista, anexos técnicos, Fichas DUB, 
caracterización, balance de ejecución, informes de supervisión y informes del contratista) 
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tenemos que la evidencia es suficiente y adecuada para que el equipo auditor pueda 
pronunciarse sobre el cumplimiento del objeto del convenio, es de anotar, que cuando 
hablamos de suficencia , es porque tenemos la evidencia objetiva y convincente que, basta 
para sustentar las observaciones, hallazgos y conclusiones expresadas en el Informe final 
de auditoría . 
 
El equipo auditor procedió a revisar igualmente, la oferta del contratista en la cual se 
consigna que la atención final por el plazo contractual tal como se detalla en cuadro 
siguiente: 
 

 
 
Como resultado de la aplicación de los procedimientos contenidos en el Plan de Trabajo y el 
Programa de Auditoría y con la obtención y valoración de la evidencia, el equipo auditor 
procedió a revisar las bases de datos de los niños atendidos por cada periodo del 31 de 
mayo al 30 de junio de 2024 y 1 de julio al 15 julio del 2024, lapso donde se ejecuto este 
convenio, y de igual manera se verifico con las Fichas DUB aportadas por la secretaria.  
 
Una vez tabulada se logro determinar el numero de niños por cada hogar de paso y los días 
de ocupación. 
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Con la anterior información se determina la ocupación por día de cada hogar, tal como se 
puede visualizar en el siguiente cuadro: 
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De lo anterior , teniendo en cuenta la evidencia, el equipo auditor concluye que en el 
presente convenio el operador atendió 134 niños en el primer corte y 66 en el siguiente corte 
y no como lo establece el supervisor en sus informes, existiendo un detrimento calculado de 
la siguiente manera: 
 

 
 
Este hecho es el sustento del hallazgo fiscal que controvierte el operador ahora de forma 
extemporánea, toda vez que la Contraloría General de Santiago de Cali, le garantizó a la 
entidad y al operador el debido proceso cuando conforme al procedimiento auditor 
PRO-P4-223 traslado del informe preliminar a la entidad para que ésta presente la 
respuesta y las pruebas que desvirtúen las condiciones plasmadas en la observación, sin 
que está y el contratista se haya pronunciado y ahora argumentado una nulidad entrar a 
discutir la calidad de los informes de auditoría , cuando por parte del contratista y de la 
entidad se vislumbra el desinteres y falta de respeto al órgano de control al no brindar la 
atención debida al informe preliminar .  
 

•​ Ausencia de análisis integral del cumplimiento contractual: No se consideraron informes 
de supervisión, registros administrativos ni documentos contractuales que respaldan la 
ejecución del convenio.  

 
Respuesta . No se comparte lo argumentado por el operador , por cuanto tal como se 
evidencia en la respuesta al anterior, el equipo auditor procedió a revisar los informes de 
supervisión , la propuesta del contratista, la fichas DUB y caracterización de la población a 
beneficiar realizando el correspondiente análisis que conllevo a la determinación de la 
observación y hallazgo, tal como quedo plasmado en los papeles de trabajo, los cuales son 
el soporte del detrimento patrimonial.  
 

•​ Cuantificación arbitraria del supuesto perjuicio: No se presenta un criterio financiero 
técnico que permita establecer con certeza la existencia de un detrimento real y 
tangible. 
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Respuesta . No se comparte lo argumentado por el operador , por cuanto el valor del 
detrimento fue calculado luego de un estudio y análisis del convenio, oferta del contratista, 
fichas DUB, caracterización, informes del supervisión y informes del contratista, 
concluyendo cual fue la atención “real” efectuada por el operador, la cual es contraria a lo 
establecido por el supervisor en sus informes.  
 
Del estudio se concluye que el operador atendió 134 niños en el primer corte y 66 en el 
siguiente corte y no como lo establece el supervisor en sus informes, existiendo un 
detrimento calculado de la siguiente manera: 
 

 
Así las cosas, en el presente sub-lite nos encontramos frente a la existencia de un daño real 
y tangible. 
 
•​ Vicios legales en la identificación de presuntos responsables: El informe inicial de la 

Contraloría señala a ciertos funcionarios como presuntos responsables y posteriormente 
los reemplaza por otros, sin una debida justificación. Inicialmente, se menciona a 
MARÍA ISABEL BARÓN CAVIEDES, secretaria de Bienestar Social; FLAVIO JOSÉ 
CARABALI ERAZO, subsecretario de Poblaciones y Etnias y ONG CRECER EN 
FAMILIA, NIT. 805.020.621-1. Representante Legal: ZULAMITA ANA LILIANA KAIM 
TORRES, identificada con la cédula de ciudadanía No. 31.275.044; luego en el punto 4 
en los Presuntos responsables del daño patrimonial incluyen otros responsables sin que 
se evidencie una investigación que soporte dicho cambio (WILLIAM FERNEY ORTIZ 
FRANCO cc 1.151.940.583, ex jefe unidad de Apoyo a la gestión de la secretaria de 
Bienestar Social y MAURICIO RIVAS, subsecretario de Poblaciones y Etnias). Esta 
inconsistencia vulnera los principios de seguridad jurídica y debido proceso establecidos 
en la Ley 1437 de 2011, articulo 44 (Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo), generando nulidad en las actuaciones administrativas 
derivadas del hallazgo.  

 
Respuesta: No se acepta lo argumentado por el operador en el sentido de establecer que 
existen vicios legales en la identificación de los presuntos responsables, toda vez que es el 
proceso de responsabilidad fiscal que se entra a determinar la calidad de responsable, en el 
caso de los traslados que hace el equipo auditor son las personas que intervienen en el 
caso que nos ocupa en la vigilancia contractual y el representante legal de la entidad .  
 
Así las cosas, en el presente los presuntos responsables con MARÍA ISABEL BARÓN 
CAVIEDES, secretaria de Bienestar Social; FLAVIO JOSÉ CARABALI ERAZO, 
subsecretario de Poblaciones y Etnias y ONG CRECER EN FAMILIA, NIT. 805.020.621-1. 
Representante Legal: ZULAMITA ANA LILIANA KAIM TORRES, identificada con la cédula 
de ciudadanía No. 31.275.044.  
 
El proceso auditor presenta debilidades que afectan la validez del hallazgo fiscal:  
 
•​ Metodología deficiente en la determinación del supuesto detrimento: No se proporciona 

una verificación técnica detallada que corrobore la inexistencia de atenciones en los 
hogares de paso.  
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RESPUESTA: No se acepta lo arguementado por el operador , por cuanto desconoce los 
procedimientos que debe aplicar el equipo auditor en el ejercicio de control Fiscal, en el 
caso que nos ocupa esta demostrado en toda ésta disertación que hubo una evidencia 
suficiente para determinar el valor del detrimento el cual quedo plasmado en el siguiente 
registro: 
 

 
 
•​ Ausencia de análisis integral del cumplimiento contractual: No se consideraron informes 

de supervisión, registros administrativos ni documentos contractuales que respaldan la 
ejecución del convenio.  

 
RESPUESTA: El operador repite la misma pregunta en todo el punto No 4 y ya se le ha 
dado suficiente ilustración respecto a las gestiones adelantadas por el equipo auditor para la 
obtención de la evidencia y determinación del hallazgo con presunta incidencia fiscal y 
disciplinaria, las cuales son el resultado del análisis a todos los documentos generados en el 
proceso de contratación en todas sus etapas.  
 
•​ Cuantificación arbitraria del supuesto perjuicio: No se presenta un criterio financiero 

técnico que permita establecer con certeza la existencia de un detrimento real y 
tangible.  

 
Respuesta: No se comparte lo argumentado por el operador toda vez que en el presente 
caso, nos encontramos frente a un daño patrimonial cierto, lo anterior teniendo en cuenta 
que el equipo auditor pudo verificar en el ejercicio fiscalizador la atención real realizada por 
el contratista, la cual es contraria tal como lo hemos sostenido y verificado a los informes de 
supervisión.” 

 
Por consiguiente, dadas las explicaciones técnicas respecto al informe de la 
auditoría, también es conveniente aclararle  a la peticionaria que con el inicio del 
proceso de responsabilidad fiscal y la vinculación de otras personas que no fueron 
relacionadas inicialmente por el Proceso Auditor, no se ha vulnerado ningún 
derecho a los presuntos responsables fiscales, toda vez que de conformidad con lo 
establecido en la GUÍA DE AUDITORÍA TERRITORIAL EN EL MARCO DE LAS 
NORMAS INTERNACIONALES - ISSAI - GAT Versión 3.0,  el hallazgo fiscal es 
considerado un insumo que sirve para la apertura del proceso y aunque con el  
mismo se reportan a las personas que intervinieron en el caso, su vinculación o no 
al proceso es analizada por este despacho con fundamento en las evidencias 
recibidas; ya que entre los requisitos establecidos en el artículo 40 de la Ley 610 de 
2000, no contiene la obligación de solo vincular a las personas que identifique el 
Equipo Auditor; tanto es así, que con posterioridad al inicio del proceso se puede 
adicionar el auto de apertura para vincular a otros presuntos responsables fiscales; 
siempre y cuando no haya operado la caducidad de que trata el artículo 9° ibidem. 
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De igual modo, tal y como quedó señalado en el Auto de apertura del proceso No. 
Auto No. 1900.27.06.25.018 del 24 de enero de 2025, con fundamento en los 
artículos 84 y 119 de la Ley 1474 de 20111, es viable la vinculación al proceso de 
responsabilidad fiscal a aquellas personas que, sin ser gestores fiscales, pero que, 
en virtud de la gestión fiscal del titular, han contribuido a la producción del daño 
patrimonial al Estado; por lo que, teniendo en cuenta que el Equipo Auditor 
únicamente había identificado como presunto responsable al Supervisor del 
convenio, el despacho también identificó como presuntos responsables a la 
Secretaria de Bienestar Social en su calidad Gestora fiscal y al Asociado que 
recibió el pago del valor reportado como detrimento patrimonial. 
 
Por último, se considera pertinente traer a colación lo manifestado por la Corte 
Constitucional en la Sentencia T-418/21, cuando al revisar la pretensión de dejar 
sin efectos jurídicos un informe final de auditoría, indicó que este no produce 
efectos jurídicos, pues es un acto de naturaleza técnica, así: 
 

“(…) 
43.  Pese a que en las instancias la discusión se centró en la procedencia de la acción de 
tutela contra actos administrativos y la posible ocurrencia de un perjuicio irremediable lo 
cierto es que estos informes no producen efectos jurídicos de forma autónoma, porque no 
modifican, crean o extinguen situaciones jurídicas institucionales o personales; por el 
contrario, son solo insumos para iniciar eventuales procesos de responsabilidad fiscal o 
sancionatorios. Así, es importante destacar que los informes de auditoría no constituyen 
actos administrativos.  

​ 
44.​A manera ilustrativa, el Consejo de Estado ha esbozado las siguientes consideraciones 

al respecto, contenidas en autos que resuelven rechazar demandas de nulidad o nulidad 
y restablecimiento, instauradas contra informes finales de auditoría: 

 
“[E]l informe censurado no constituye una manifestación unilateral de la 
voluntad de la administración tendiente a producir efectos jurídicos, por cuanto 
este documento recoge un conjunto de conceptos y de opiniones técnicas 
sobre la gestión fiscal de la entidad auditada, que por lo tanto no tiene efectos 
frente a los administrados, pues es una información que proviene de una 
actuación de control fiscal puramente preventiva y correctiva, que por virtud de 
su objeto, no es demandable”2 (subrayas fuera del texto original). 
 
“[E]l Informe Definitivo de Auditoría Regular (…) tampoco corresponde a un 
acto administrativo demandable ante la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo por cuanto de su lectura se observa que corresponde a un acto 
de trámite, en tanto que corresponde a un documento que tiene como finalidad 
diagnosticar y evaluar la gestión fiscal de la Contraloría General de la 
República en el período fiscal anteriormente señalado, el que, probablemente 
servirá de fundamento para que la entidad demandada inicie el 

2 Consejo de Estado, auto del 5 de diciembre de 2019, Expediente No. 11001-03-24-000-2018-00389-00.  

1 Ley 1474 de 2011. “Artículo 84. Facultades y deberes de los supervisores y los interventores. La supervisión e interventoría 
contractual implica el seguimiento al ejercicio del cumplimiento obligacional por la entidad contratante sobre las obligaciones 
a cargo del contratista. 
Los interventores y supervisores están facultados para solicitar informes, aclaraciones y explicaciones sobre el desarrollo de 
la ejecución contractual, y serán responsables por mantener informada a la entidad contratante de los hechos o 
circunstancias que puedan constituir actos de corrupción tipificados como conductas punibles, o que puedan poner o pongan 
en riesgo el cumplimiento del contrato, o cuando tal incumplimiento se presente. 
(…)” 
“Artículo 119. Solidaridad. En los procesos de responsabilidad fiscal, acciones populares y acciones de repetición en los 
cuales se demuestre la existencia de daño patrimonial para el Estado proveniente de sobrecostos en la contratación u otros 
hechos irregulares, responderán solidariamente el ordenador del gasto del respectivo organismo o entidad contratante con el 
contratista, y con las demás personas que concurran al hecho, hasta la recuperación del detrimento patrimonial.” 
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correspondiente proceso administrativo, este si es susceptible de control 
judicial ante esta Jurisdicción”3. 
(…)” 

 
Así las cosas, dado que ni el Informe Final de la Auditoría ni el hallazgo producen 
efectos jurídicos de forma autónoma y que legalmente es posible la vinculación al 
proceso de responsabilidad fiscal a personas que inicialmente no fueron reportadas 
por el Equipo Auditor y adicionalmente, la Dirección Técnica ante la Administración 
Central explicó ampliamente la metodología aplicada y desvirtuó las presuntas 
inconsistencias referidas por la señora ZULAMITA ANA LILIANA KAIM TORRES, 
Representante Legal de la ONG CRECER EN FAMILIA; quedó demostrado que las 
actuaciones adelantadas se han realizado de conformidad con la constitución y la 
ley y por ende, no se ha incurrido en violaciones de principios y/o derechos de los 
sujetos procesales. 
 
Por lo anteriormente expuesto, este Despacho: 

 
RESUELVE 

 
ARTÍCULO PRIMERO:​ Negar la solicitud de nulidad del Proceso Ordinario de 

Responsabilidad Fiscal No. 1900.27.06.25.1739”, 
presentada por la señora ZULAMITA ANA LILIANA KAIM 
TORRES, Representante Legal de la ONG CRECER EN 
FAMILIA, de conformidad con lo dispuesto en la parte 
considerativa de esta providencia. 

 
ARTÍCULO SEGUNDO:​ Notificar por Estado la presente providencia 
 
ARTÍCULO TERCERO:​ Contra la presente decisión procede el Recurso de 

Apelación, esto de conformidad con lo establecido en el 
artículo 109 de la Ley 1474 de 2011: 

. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

Dado en Santiago de Cali, a los veintiocho (28) días del mes de febrero del año dos 
mil veinticinco (2025). 
 
 

LUZ ARIANNE ZÚÑIGA NAZARENO 
Directora Operativa de Responsabilidad Fiscal 

       
 Nombre  Cargo Firma 

Proyectó Alba Dolores Córdoba Herrera  Profesional Universitaria 
   

Revisó Katerinne Herrera Ballesteros  Subdirectora de Responsabilidad Fiscal   

Aprobó  Luz Arianne Zúñiga Nazareno  Directora Operativa de Responsabilidad Fiscal   

Los arriba firmantes declaramos que hemos revisado el documento y lo encontramos ajustado a las normas y disposiciones legales vigentes y por lo 
tanto, bajo nuestra responsabilidad lo presentamos para firma. 

 
3 Consejo de Estado, auto del 18 de diciembre de 2019, Expediente No. 11001-03-24-000-2014-00204-00. 

 


